PROYECTO DE RESOLUCIÓN

ARTÍCULO 1° :
Modifícase el artículo 1° del Reglamento de la Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, el que quedará redactado de la siguiente manera :


“Artículo 1°: El día 25 de abril de cada año o el inmediato posterior, si aquél fuere feriado, se reunirán los diputados en sesiones preparatorias para constituirse. Elegirán por votación nominal y a simple pluralidad de votos, la Mesa Directiva compuesta de un Presidente, un Vicepresidente primero y un Vicepresidente segundo, la cual deberá estar conformada alternativamente por hombres y mujeres a partir de quien ocupa el cargo de Presidente. Si se modificaran las fechas de elecciones generales de renovación de la Cámara, la sesión preparatoria tendrá lugar dentro de los cinco días de proclamados los diputados con cuarenta y ocho horas de antelación.”

ARTÍCULO 2° : De forma.-

Señor Presidente :

Históricamente, las mujeres han tenido a nivel mundial una menor participación en la toma de decisiones políticas. No debe llamarnos la atención su reciente conquista del derecho al voto, ni el hecho de que en muchos países transcurrieran varios decenios entre la fecha de fundación del Parlamento y la fecha en la que la mujer llegó a ser miembro de dicha institución.

Según el Estudio Estadístico Mundial de la Unión Cívica Interparlamentaria, se necesitaron 486 años para que una mujer llegara a ser miembro del Parlamento de Suecia y 156 años para que una mujer llegara a ser miembro del Parlamento Francés, aunque fue fundado en 1789 con el grito revolucionario “Libertad, Igualdad, Fraternidad”. En Nicaragua tuvieron que transcurrir 146 años; en Bolivia y Chile pasaron 140 años entre la creación del Parlamento y la elección de una parlamentaria. En los Estados Unidos de América, Costa Rica, Honduras, Ecuador, Colombia, México, Suiza y España, ese período fue de 130 a 120 años.

En la actualidad, la situación no ha variado considerablemente, puesto que la mujer representa tan sólo, en promedio, el 11,70% de los parlamentos del mundo, en comparación con los hombres, de acuerdo a la Clasificación Mundial realizada por la Unión Interparlamentaria al primero de enero de 1997.

La Argentina y por ende nuestra provincia, no han sido ajenas a esta realidad. De acuerdo a los datos del último Censo, la población femenina es de 1.539.500 para el total de la provincia, cifras que representan el 51,33% del total de la población. 

Este estado de cosas ha originado la reflexión, en muchos países, sobre las causas por las que las mujeres no acceden al Parlamento. En estos casos, se plantea como solución la discriminación positiva para alcanzar una igualdad de facto, basada en el sistema de cupos, a fin de promover la igualdad de oportunidades.

Así la “Convención sobre eliminación de toda forma de discriminación contra la mujer”, adoptada el 18 de diciembre de 1979, señala en su artículo 4º que : “La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el varón y la mujer, no se considerará discriminación en la forma definida en la presente Convención (...) estas medidas cesarán cuando se haya alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y trato.”

También en la “IV Conferencia Mundial sobre la Mujer”, realizada en Beijing, en setiembre de 1995, se señala, en las recomendaciones a los gobiernos partes sobre las desigualdades existentes entre la mujer y el hombre en el libre ejercicio del poder y las decisiones, lo siguiente:


“Que los gobiernos deben adoptar medidas para garantizar que los sistemas electorales y los partidos políticos incorporen a las mujeres en los puestos electivos en la misma proporción y categoría que los hombres.”

Por último, en la Declaración Final de la Conferencia Especializada Interparlamentaria Hacia una colaboración entre hombres y mujeres en política, realizada en Nueva Delhi del 14 al 20 de febrero de 1997, se precisó que existía el consenso de todos los miembros para establecer cupos de mujeres en las listas de candidatas para elecciones parlamentarias.

 Como se advierte de las citadas Convenciones y Declaraciones, la preocupación internacional sobre el tema ha llevado a plantear algunas soluciones basadas en la llamada discriminación positiva. Esta se deriva del principio de igualdad de oportunidades y se plantea como una estrategia para corregir errores y superar la histórica discriminación de las mujeres. Se afirma que este principio de discriminación positiva debe cumplir con ciertas condiciones tales como: contemplar situaciones  distintas (la gran diferencia entre la participación de hombres y mujeres en política); que la diferenciación persiga una determinada finalidad legítima, asentada en una justificación objetiva y razonable (restablecer el equilibrio entre los derechos de los ciudadanos de ambos sexos); y, por último, que se respete una relación de proporcionalidad entre los medios empleados y la finalidad perseguida (que no se afecten otros derechos como, por ejemplo, el derecho a elegir y ser elegida).

Nuestra Constitución Nacional también  consagra como uno de los derechos fundamentales de las personas, en su artículo 37º, que “...La igualdad real de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a cargos electivos y partidarios se garantizará por acciones positivas en la regulación de los partidos políticos y en el régimen electoral.” Por otra parte, nuestra Constitución Provincial, en su artículo 6º, enuncia : “Los habitantes de la provincia, nacionales y extranjeros, gozan en su territorio de todos los derechos y garantías que les reconocen la Constitución Nacional y la presente, inclusive de aquellos no previstos en ambas y que nacen de los principios que la inspiran”, y en su artículo 8º que : “Todos los habitantes de la provincia son iguales ante la ley...”

Este principio de igualdad de las personas y, por tanto, de la ilegitimidad de la discriminación, es reconocido en la declaración universal de los Derechos Civiles y Políticos. Asimismo, forma parte del derecho internacional y se constituye como un Derecho Humano fundamental.

No habrá pues discriminación si una distinción de tratamiento esta orientada legítimamente, es decir, si no conduce a situaciones contrarias a la justicia, a la razón, o a la naturaleza de las cosas. De ahí que pueda afirmarse que no existe discriminación en toda diferencia de tratamiento del Estado frente al individuo, siempre que esa situación parte de supuestos de hecho sustancialmente diferentes y que expresan de modo proporcionado una fundamentada conexión entre esas diferencias y los objetivos de la norma, los cuales no pueden apartarse de la justicia o de la razón.

En conclusión, la discriminación se basa en una diferencia arbitraria y se apoya en un supuesto que contempla una situación entre iguales. En este sentido, resulta imperioso otorgar un trato diferente a las mujeres sobre la base de una situación de “discriminación real” a través de un mecanismo que permite igualar a quienes de hecho no lo están precisamente en razón de una discriminación histórica que ha negado el acceso a la política de la población argentina constituida por las mujeres.

Considerando que el principio de discriminación positiva no es violatorio del principio de igualdad, se han planteado diversas alternativas en su aplicación al caso de la participación política de las mujeres. Estas van desde las designaciones hasta el llamado sistema de “cupos”. El sistema de cupos ha sido adoptado, con éxito, por partidos políticos de nuestro país y de otros países, tales como España, Noruega, Alemania, Bélgica, Francia, Suecia, Chile, Paraguay y Venezuela. Existen principalmente dos sistemas de cupos, uno a través del cual se plantea que un porcentaje de escaños estén reservados para las mujeres y otro que define el porcentaje de candidatas en una elección.

Igualmente, se debe establecer la participación equitativa en la elección a los cargos de la Mesa Directiva de la Legislatura Provincial, donde precisamente se tiene que practicar y ejercer la democracia.

En tal sentido es importante regular los extremos mediante la modificación del art. 1° del Reglamento de la Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, con el propósito de plantear un mecanismo de conformación de la lista de candidatos a integrar la Mesa Directiva que garantice la participación y elección de las diputadas en los cargos directivos.

Este Proyecto de Resolución no ocasiona gastos para el Estado Provincial; sin embargo permite una mayor participación de la mujer en las elecciones a los cargos de la Mesa Directiva de la Legislatura.

El beneficio de la propuesta no solo es de carácter cuantitativo sino cualitativo, porque busca impulsar la participación política femenina en los procesos de elección de la Mesa Directiva mediante disposiciones que modifiquen el actual sistema del Reglamento de la Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe.

Por todo lo expuesto con anterioridad es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de resolución.-
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